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Temas:                           DEBIDO PROCESO Y DERECHO DE PETICIÓN / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL. “[E]l señor Manuel Augusto Osorio Copete presentó el 2 de septiembre de 2016 escrito mediante el cual sustentó ante COLPENSIONES el recurso de apelación en contra del dictamen de pérdida de capacidad laboral realizado por esa entidad el 19 de agosto de 2016, toda vez que no estuvo de acuerdo con el porcentaje del 32.1% otorgado (Fls. 7 y 8). Sin embargo, como COLPENSIONES no había realizado el trámite respectivo ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, el accionante acudió al juez de tutela para que por su intermedio se ordenara a la entidad demandada lo pertinente y así poder continuar con el proceso de calificación respectivo. Pese a que COLPENSIONES manifestó en su escrito de impugnación que había dado respuesta de fondo a la petición del accionante el 2 de septiembre de 2016 sobre el recurso de apelación contra el dictamen de PCL para ser evaluado por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, no se encuentra probado dentro de la foliatura que la entidad efectivamente haya enviado el escrito a esa Junta, como tampoco se pudo verificar que al accionante se le puso en conocimiento sobre el traslado de su  apelación, lo que genera una vulneración a sus derechos fundamentales del debido proceso y petición. Así las cosas, esta Colegiatura considera que COLPENSIONES continúa vulnerando los derechos fundamentales al debido proceso y petición del señor Osorio Copete, quien no tiene conocimiento del trámite que se le dio al recurso de reposición interpuesto en contra del dictamen de PCL emitido por esa entidad el 19 de agosto de 2016.”.
Citación jurisprudencial: Sentencia T-146 de 2012 / Sentencia T-142 de 2012 / Sentencia T-377 de 2000 / Sentencia T-150 de 2013.
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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la entidad Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, contra del fallo de tutela emitido el 9 de noviembre de 2016 por el Juzgado 6º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Manuel Augusto Osorio. 
2. RESUMEN ANTECEDENTES
2.1. Informó el señor Manuel Augusto Osorio que desde algún tiempo viene padeciendo severos problemas de salud consistentes en “episodio depresivo grave, disminución de agudeza visual, hipoacusia neurosensorial bilateral e hipertensión arterial), motivo por el cual inició el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral con el fin de que le fuera definido el reconocimiento de la pensión de vejez por invalidez.
Por lo anterior, el 30 de agosto de 2016 el Departamento de Medicina Laboral de Colpensiones le otorgó el 32,1% de pérdida de capacidad laboral, estructurado desde el 19 de agosto del año en curso y enfermedad de origen común.  Inconforme dicho porcentaje, el actor presentó el 2 de septiembre de 2016 recurso de apelación para que fuera valorado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez dentro de los quince (15) días siguientes a la recepción de la documentación y allí se surtiera el trámite respectivo.
Adujo el peticionario que ha transcurrido más de 30 días desde la interposición del recurso, sin que la Junta Regional de Calificación de Invalidez lo haya citado para practicarle la valoración, por cuanto Colpensiones aun no había cancelado los honorarios necesarios para que ese trámite fuera llevado a cabo.
2.2. En el acápite de pretensiones, el actor, solicitó: i) proteger los derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social, dado que no se ha surtido el proceso que posiblemente le definirá un derecho prestacional de carácter fundamental (pensión de invalidez); y ii) ordenar a COLPENSIONES  que cance le los honorarios necesarios y envíe su expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, para que allí se surta el trámite respectivo.
2.3. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios 5 a 8.   
3. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA
3.1. ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES)

Guardó silencio ante los hechos de la tutela, motivo por el cual y de acuerdo con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991 se tienen por ciertos.
4. FALLO PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado 6º  Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira, mediante sentencia del 9 de noviembre de 2016 decidió tutelar los derechos fundamentales invocados por el señor Manuel Augusto Osorio Copete.  En consecuencia, ordenó a COLPENSIONES (…) “SEGUNDO: ORDENAR al Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contados a partir de la notificación de este fallo, si aún no lo ha hecho, remita el expediente de Calificación de pérdida de capacidad laboral a la Junta regional de Invalidez de Risaralda para que surta el recurso de apelación, si la razón es la no cancelación  de honorarios deberá cancelarlo, así continuar con el proceso de pérdida de capacidad laboral…”  (Fls. 14-17). 
COLPENSIONES fue notificada del fallo de primera instancia mediante correo electrónico del 9 de noviembre de 2016 (Folio 19).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

COLPENSIONES mediante escrito del 11 de noviembre de 2016 suscrito por el doctor Carlos Alberto Parra Satizabal, Vicepresidente Jurídico y Secretario General de COLPENSIONES (E), recibido en el juzgado de primera instancia en la misma fecha, señaló que esa entidad dio respuesta de fondo a la petición presentada por el accionante el día 2 de septiembre de 2016, sobre el  recurso de apelación contra el primer dictamen para ser evaluado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.
Por lo tanto, consideró que el amparo constitucional pierde toda razón de ser como mecanismo apropiado y expedito de protección judicial, pues deviene en carencia actual de objeto al haberse satisfecho la pretensión del accionante y desaparecida la situación que generó la violación del derecho fundamental, en consecuencia solicitó que le sea concedido el recurso de impugnación, con el fin de que se declare la carencia actual de objeto por hecho superado y se archive el trámite de tutela (Fls. 22- 24).  

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación establecer si la decisión adoptada por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. 
La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.3.3. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

6.3.4. El derecho fundamental al debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política y establece que éste debe ser aplicado a todas las actuaciones judiciales y administrativas. En tal sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-150 de 2013, dijo lo siguiente: 
“El debido proceso contiene las garantías necesarias para proteger los derechos fundamentales de las personas sometidas a actuaciones realizadas por órganos judiciales y administrativos.  Para que esto suceda es necesario que exista una regulación previa en la cual se determine el desarrollo de los actos que se estén realizando, las oportunidades de intervención de las partes, mecanismos de defensa, entre otros. De ahí que se proceda a proteger la efectiva aplicación de la impartición de justicia.

 

Adicionalmente  se pretende asegurar un buen desarrollo de la función pública administrativa que se encuentre acorde con los lineamientos Constitucionales y legales con el fin de evitar actuaciones abusivas y arbitrarias por parte de los órganos administrativos.

 

Frente a lo expuesto, esta Corporación en la sentencia C-089 de 2011 afirmó que “el derecho al debido proceso administrativo se vulnera por parte de las autoridades públicas, cuando estas no respetan las normas sustanciales y procedimentales previamente establecidas por las leyes y los reglamentos y con ello se vulnera de contera el derecho al acceso a la administración de justicia.”
 
De ahí que, cualquier actuación administrativa que se encuentre contraria a los lineamientos preestablecidos por los órganos judiciales conlleva a la vulneración del derecho fundamental al debido proceso.

 

7.- Expuesto de forma general el debido proceso administrativo, procede la Sala a realizar una exposición acerca de la calificación de pérdida de capacidad laboral para establecer las regulaciones que se deben respetar al momento de realizar este tipo de actuaciones administrativas.

 

8.- La calificación de pérdida de capacidad laboral permite a las personas acceder a servicios médicos o prestaciones económicas que devienen de incapacidades o, incluso, pensión de invalidez. Frente a ello, la presente Corte, en la sentencia C-1002 de 2004, expresó que “[l]as juntas de calificación de invalidez emiten decisiones que  constituyen el fundamento jurídico autorizado, de carácter técnico científico, para proceder con el reconocimiento de las prestaciones sociales cuya base en derecho es la pérdida de la capacidad laboral de los usuarios del sistema de seguridad social. Como ya se dijo, el dictamen de las juntas  es la pieza fundamental para proceder a la expedición del acto administrativo de reconocimiento o denegación de la pensión que se solicita. En este sentido, dichos dictámenes se convierten en documentos obligatorios para efectos del reconocimiento de las prestaciones a que se ha hecho alusión.”[6]   

 

Ahora bien, la calificación del estado de invalidez se encuentra consagrada en el artículo 41 de la ley 100 de 1993[7] dónde se establece, entre otras cosas, que el estado de invalidez debe ser determinado conforme a los lineamientos establecidos en el manual único para la calificación de invalidez vigente –actualmente regulado por el Decreto 917 de 1999-. Además, determina los entes encargados de emitir el concepto del dictamen de pérdida de capacidad laboral o invalidez como el Instituto de Seguros Sociales, las Entidades Promotoras de Salud, Administradoras de Riesgos Profesionales, Compañías de Seguros que asumen riesgos de invalidez o muerte y las respectivas juntas de calificación de invalidez. Todos estos entes deben expedir los actos de calificación expresando los fundamentos de hecho y de derecho que los llevó a tomar la decisión final y, además, deben informar los recursos que proceden en contra de la decisión tomada.”
 
  

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1. De las pruebas allegadas con la demanda, se advierte que el señor Manuel Augusto Osorio Copete presentó el 2 de septiembre de 2016 escrito mediante el cual sustentó ante COLPENSIONES el recurso de apelación en contra del dictamen de pérdida de capacidad laboral realizado por esa entidad el 19 de agosto de 2016, toda vez que no estuvo de acuerdo con el porcentaje del 32.1% otorgado (Fls. 7 y 8). Sin embargo, como COLPENSIONES no había realizado el trámite respectivo ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, el accionante acudió al juez de tutela para que por su intermedio se ordenara a la entidad demandada lo pertinente y así poder continuar con el proceso de calificación respectivo. 
6.5.2. Pese a que COLPENSIONES manifestó en su escrito de impugnación que había dado respuesta de fondo a la petición del accionante el 2 de septiembre de 2016 sobre el recurso de apelación contra el dictamen de PCL para ser evaluado por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, no se encuentra probado dentro de la foliatura que la entidad efectivamente haya enviado el escrito a esa Junta, como tampoco se pudo verificar que al accionante se le puso en conocimiento sobre el traslado de su  apelación, lo que genera una vulneración a sus derechos fundamentales del debido proceso y petición.
6.5.3.  Así las cosas, esta Colegiatura considera que COLPENSIONES continúa vulnerando los derechos fundamentales al debido proceso y petición del señor Osorio Copete, quien no tiene conocimiento del trámite que se le dio al recurso de reposición interpuesto en contra del dictamen de PCL emitido por esa entidad el 19 de agosto de 2016. 

6.5.4.  De acuerdo con el  precedente jurisprudencial constitucional
 que de manera reiterada ha indicado que el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, se debe cumplir con los siguientes requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. 

6.5.5. Como consecuencia de lo acabado de verificar, este Tribunal confirmará la sentencia estudiada.  

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 9 de noviembre de 2016 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por el señor Manuel Augusto Osorio Copete en contra de Colpensiones.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
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